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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por la apoderada de la Parte Civil dentro del presente proceso seguido por la conducta punible de Estafa donde figura procesada la señora DIANA MARÍA GIRALDO, contra el auto interlocutorio proferido por la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda) en Audiencia Preparatoria del pasado diecinueve (19) de Julio del año que avanza, por medio del cual la funcionaria del conocimiento decidió declarar la nulidad de lo actuado que había sido solicitada por el defensor de la acusada.
2.- PRECEDENTES
2.1.- La Fiscalía Treinta y Cinco Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), instruyó y calificó el mérito sumarial por hechos acaecidos a finales de 2003, según denuncia instaurada por el ciudadano alemán JOHANNES HAMBACH en contra de la señora DIANA MARÍA GIRALDO. El titular de ese despacho, consideró que lo denunciado no era constitutivo del delito de HURTO AGRAVADO, razón por la cual ordenó la preclusión
. Contra esta determinación interpuso recurso de apelación la Parte Civil reconocida en el proceso, motivo por el cual el asunto pasó a la Fiscalía Tres Delegada ante este Tribunal, autoridad que dispuso revocar la preclusión y en su lugar dictó Resolución de Acusación por el delito de Estafa
.
2.2.- El asunto pasó al conocimiento del Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, momento en el cual se dispuso el traslado por quince (15) días a los sujetos procesales
, el cual transcurrió sin sobresaltos por cuanto ninguno de los interesados hizo petición expresa de nulidad o probatoria
.
2.3.- Fijada fecha y hora para la Audiencia Preparatoria, el señor Defensor de la acusada presentó memorial de nulidad a la señora Juez, por medio del cual dio a conocer varias anomalías en el trámite de notificación e interposición del recurso contra la decisión de preclusión por parte de la Fiscalía, lo que a su juicio obligaba a invalidar la actuación por “la comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso”. En su entendimiento, la procesada está siendo juzgada dos veces por el mismo hecho.
2.4.- Llegado el momento de la Preparatoria, la Defensa insistió en su petición a cuyo efecto añade que “las nulidades pueden invocarse en cualquier estado de la actuación procesal” y eso da pie para seguir sosteniendo que la preclusión proferida a favor de su prohijada quedó en firme por haberse presentado el recurso en forma extemporánea y por lo mismo ya hizo tránsito a cosa juzgada. Por parte de la señora Juez, se halló razón a la defensa en orden a predicar las irregularidades detectadas en la notificación de la providencia que precluyó la investigación a favor de la procesada DIANA GIRALDO, razón por la cual concluyó: “como puede observarse no fueron respetados los términos de notificación establecidos en los artículos antes mencionados, pues incluso el estado fue fijado de manera extemporánea, lo que no nos permite establecer con certeza cuales fueron los días de ejecutoria, así las cosas vuelvan las diligencias a la Fiscalía 35 Seccional Delegada para que ordene a secretaría la notificación correcta de la resolución por medio de la cual se calificó el mérito sumarial”

2.5.- La señora apoderada de la Parte Civil, expresó su inconformidad con esa determinación anulatoria, motivo por el cual la recurrió en reposición y en subsidio apelación. Los argumentos que esgrime para pedir la revocación de la nulidad, se sintetizan en advertir que el estado se fija después de la última comunicación para intentar la notificación personal, que para el caso presente fue la enviada a ella toda vez que antes se le había remitido aerograma a la Dra. Vega quien ya no ejercía el cargo para ese momento. Que la forma como se hizo la notificación en este proceso, es la misma que acostumbran todas las Fiscalías para el conteo de los términos. Aclara que hubo necesidad de hacer un acta de notificación aparte para ella, porque “en el acta previamente elaborada no figuraba mi nombre sino el de la Dra. María Vega Restrepo”. A lo anterior, la señora Juez resuelve que no hay lugar a reponer la decisión por cuanto las normas de procedimiento son claras y la costumbre a la que se hace mención por parte de las Fiscalías no es atendible
, en consecuencia, concede la apelación interpuesta en forma subsidiaria. 

Es esta la razón para que el expediente se encuentre ante esta Corporación y es del caso desatar la alzada pues se tiene competencia funcional para el efecto.
3.- Para resolver, se considera
Antes de entrar a resolver de fondo el asunto que se pone de presente a la Sala y para evitar mayores confusiones, se hará un recuento detallado de lo ocurrido para de esa forma entrar a precisar la secuencia cronológica de lo surtido en los términos de notificación y ejecutoria de la resolución que calificó el mérito del sumario (con preclusión que posteriormente se trocó en Acusación por revocatoria decretada en la segunda instancia por parte de la Fiscalía Tercera Delegada ante este Tribunal). Tendrá buen cuidado la Sala de indicar de una vez y en cada uno de esos momentos, si lo que se hizo por parte de la Secretaría de la Fiscalía estuvo bien o estuvo mal, para al final llegar a una conclusión justa de este asunto. 
Una revisión pormenorizada en orden de aparición en los folios, nos da cuenta de lo siguiente: 

1.- La decisión de preclusión se dio un día martes veinticinco (25) de enero de 2005. 
2.- Las comunicaciones por telegrama se libraron de la siguiente manera: 
a)- A la Dra. MARÍA VEGA RESTREPO (representante suplente anterior de la parte civil) el veintiséis (26) de enero de 2005. Estuvo mal porque la verdadera suplente era ya otra, la Dra. Alexandra Ivón López Hurtado (fl. 217).

b)- A la procesada DIANA MARÍA GIRALDO MONTOYA  también se le envió el veintiséis (26) de enero de 2005. Estuvo bien (fl. 218). 
c)- Al Dr. JHON FREDY ROJAS BARRIENTOS (defensor principal) también se le envió el día veintiséis (26) de enero 2005. Estuvo bien (fl. 219). 
d)- A la apoderada de la Parte Civil Dra. ALEXANDRA IVÓN LÓPEZ HURTADO se le envía telegrama el primero (1º) de febrero de 2005. Estuvo mal porque se le envió pasados cinco días hábiles de la resolución, cuando lo correcto es que se envíe dentro de los primeros tres días, o sea del 26 al 28; es decir, que se le envío la comunicación cuando ya se surtía el primer día de ejecutoria (fl. 220).

e)- Hubo devolución de telegrama a la procesada con fundamento en que esa dirección no es la correcta. Es de entenderse por tanto que ella quedó notificada por estado (fl. 221).

f)- A fl. 222, aparece acta de notificación personal de una resolución (sin fecha) que es suscrita por el Dr. JHON FREDY ROJAS (defensor principal) el día siete (7) de febrero de 2005. Hay que concluir que se le estaba enterando y no notificando de la decisión, por cuanto ésta ya se había surtido por estado. Igualmente a la Procuradora Judicial el día veintisiete (27) de enero. Está bien.

g)- A fl. 222 vto. obra constancia de notificación por ESTADO con fecha del siete (7) de febrero de 2005. Esta fecha sólo tiene como explicación, a juicio del Tribunal, el hecho de que muy seguramente entendió el secretario que como la última notificación fue la del primero (1º) de febrero a la apoderada de la parte civil, debían dejarle transcurrir los tres días para su notificación personal, o sea 2,3, y 4 de febrero, siendo días inhábiles 5 y 6 de febrero. NO HAY OTRA EXPLICACIÓN.

h)- A fl. 223 aparece el acta de notificación personal a la apoderada de la parte civil (sin fecha), donde apela. Estuvo mal porque al no existir fecha no se puede saber con exactitud si la interposición del recurso se hizo en tiempo oportuno.
i)- Al servir como referente ese estado fijado en los términos anunciados, se dejó correr como plazo de ejecutoria los días 8, 9 y 10 de febrero. El once (11) se fijaron en lista los traslados de apelantes (14,15,16,17) y no apelantes (18,21,22,23); fueron inhábiles: 12 ,13, 19 y 20.

j)- La sustentación del recurso se presentó por el apoderado principal de la Parte Civil el día quince (15) de febrero de 2005, motivo por el cual se consideró que había sido presentada en término oportuno
Como fácilmente se extrae de ese recuento, existieron varias anomalías en la forma como se manejaron los términos de notificación y por consiguiente los de ejecutoria y sustentación de ese recurso contra la resolución que precluyó la investigación. 

Pero también se advierte, sin embargo, que si se tuviera por válida (i) la fecha de fijación de ese estado en el momento en que lo hizo la secretaría (no obstante su irregularidad como lo advertimos), al igual que (ii) el hecho -también irregular- de que el acta de notificación y apelación personal de la apoderada suplente de la Parte Civil no cuenta con fecha (situación que impide asegurar que se hizo en forma extemporánea), y (iii) el momento en que se presenta el escrito sustentatorio, esto es, dentro del término de traslado para ese fin; entonces tendríamos que concluir que la impugnación fue hecha “a tiempo”.

Nótese bien, que aquí estamos en presencia de un error oficial, concretamente, de la secretaría de la Fiscalía. Lo que da pie para asegurar dos tesis contrapuestas: (i) que de no haber existido ese error y los términos se hubiesen manejado en forma correcta, entonces el recurso habría resultado extemporáneo; por lo mismo, lo que debería proceder ahora es la inadmisión del recurso para dejar en firma la determinación de la primera instancia (preclusión); y (ii) que ese error fue oficial y no se le puede endilgar a la parte recurrente, como quiera que no dependía de ésta su manejo. En otras palabras, que la parte (en nuestro caso la que representa los intereses de la víctima) se confió en el trámite dado por la secretaría y obró de conformidad.  

Obviamente que la situación no es fácil de zanjar, pues se tiene establecido que los términos no dependen del secretario sino de la ley y es precisamente esa la razón para que de antaño los pronunciamientos jurisprudenciales hayan girado en torno a la exigibilidad de hacer caso omiso de los errores judiciales y someterse al imperio de la norma so pena de soportar los efectos nocivos de la extemporaneidad (posición plausible si se mira desde el punto de vista de salirle al paso a los potenciales fraudes procesales, es decir, posibles manejos amañados o dolosos para favorecer el interés de alguna de las partes en detrimento de la lealtad procesal). No obstante, todo indica que lo que aquí debe primar es otra cosa, nada diferente al PRINCIPIO DE CONFIANZA DE LOS PARTICULARES HACIA LOS ACTOS PÚBLICOS.
Ello implica, abrir el paso a otro entendimiento más justo, más comprensivo de la situación real, porque es a todas luces inexplicable que los perjuicios derivados de las fallas de la Administración Pública se le transfieran al ciudadano, o a quien como en el presente caso, ha acudido a la Administración de Justicia para la protección de sus derechos haciendo uso de la doble instancia.
Como es sabido, no estamos ante un derecho penal autónomo, sino frente a un Derecho Penal Constitucional de indiscutible protección a los derechos fundamentales. Y en esta nueva órbita es preciso entrar a proteger principios rectores del derecho tales como: La Buena Fe. El error común creador de Derechos. La confianza en los actos de la Administración Pública. La favorabilidad. La razonabilidad del acto. La primacía del derecho sustancial sobre al adjetivo. Y el principio PRO ACTIONE. Igualmente, incorporar al Derecho viviente las doctrinas sobre la “arbitrariedad judicial” y “el exceso ritual manifiesto en el procedimiento”.

Precisamente en un caso análogo al que ahora se discute, nuestra Corte Constitucional, en aras de preservar esos principios, hizo un radical pronunciamiento cuyos extractos pertinentes se transcriben:

“SENTENCIA CONDENATORIA-Impugnación/ RECURSO DE APELACIÓN-Desierto-/ VÍA DE HECHO. 

La actuación de hecho habría consistido en privar al procesado del derecho fundamental a impugnar la sentencia condenatoria, lo que se produjo en virtud de la decisión de declarar desierto el recurso interpuesto, con fundamento en un hecho inexistente, a saber: la negligencia de la parte consistente en no cumplir con los términos legales al presentar en forma extemporánea la sustentación del recurso de apelación. La decisión de declarar desierto el recurso se revela defectuosa en grado absoluto. La Sala demandada no consideró los efectos que para el condenado acarreaba declarar desierto el recurso de apelación interpuesto y sustentado dentro del plazo señalado por el Juzgado Penal. No se trataba, en el caso sub-examine, de la desestimación de uno de los tantos recursos que la parte pudiera incoar a lo largo del proceso, sino del único y último medio de defensa judicial a disposición del condenado con el fin de mantener el equilibrio procesal y concluir la dialéctica de acusación y defensa.
“ERROR JUDICIAL.
El error del secretario, en estas circunstancias, no es imputable a la parte que ha confiado en la información por éste suministrada. La conducta del sujeto procesal en modo alguno pretende modificar los términos. Simplemente, se determina según el entendimiento razonable que de su contabilización realiza el secretario judicial.
“PRINCIPIO PRO ACTIONE

Una interpretación literal del artículo 26 de la Ley 81 de 1993 como la acogida por el Tribunal, permite afirmar que el término de traslado se contabiliza a partir del momento en que el expediente se deja a disposición de las partes. Otra interpretación de la norma es aquella según la cual los cinco (5) días del término para sustentar el recurso son días completos, lo que justifica su contabilización a partir del día siguiente al día en que se deja la constancia secretarial. Esta última interpretación es la más favorable para el procesado, en particular, cuando el acto secretarial dispuesto por la ley con el objeto de informar a los sujetos procesales que tienen a su disposición el expediente, es efectuado luego de transcurrido parcialmente el día judicial. Ambas interpretaciones, una literal y la otra finalista, son igualmente admisibles y razonables. A la luz del principio pro actione, sin embargo, la segunda interpretación, en el marco del proceso penal, es más conforme con la Constitución, ya que garantiza la plena efectividad del derecho fundamental a impugnar la sentencia condenatoria.
“ERROR JUDICIAL. CONFIANZA DE LOS PARTICULARES EN LAS AUTORIDADES PÚBLICAS.
El Secretario del Juzgado hace parte del despacho judicial y sus actuaciones comprometen a la Administración de Justicia, hasta el extremo de que por sus errores puede deducirse responsabilidad contra el Estado por falla en la prestación de servicio (C.P., art. 90). NO se discierne la razón que lleva a la Sala de Decisión Penal demandada a sustraer relevancia al presunto error cometido por el Secretario del Juzgado y a imputarle, en cambio, el desconocimiento de los términos de ley a la parte que se acogió a la interpretación del referido servidor público, luego corroborada por el Juez de la causa mediante auto. La decisión analizada es, por tanto, en extremo inequitativa, pues, castiga la confianza legítima del particular en las autoridades y sacrifica el derecho de defensa. En lugar de asumir la responsabilidad de los actos propios de la administración de justicia, traslada íntegramente a la parte las consecuencias del error judicial y hace nugatorio su derecho fundamental a impugnar la sentencia condenatoria.

“PRINCIPIO DE BUENA FE
La expectativa que ampara el principio de la buena fe, en consecuencia, está indisolublemente ligada a la legítima pretensión de que las autoridades públicas orienten su quehacer de modo tal que las prestaciones que constituyen la esencia de los diferentes servicios, en lo posible, se realicen como conviene a la razón de ser de las autoridades, que no es otra que la de proteger efectivamente a todas las personas en su vida, honra, bienes, creencias, derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares (C.P. art. 2).
“CORRECCIÓN POR EL SUPERIOR DEL ERROR JUDICIAL
Las consecuencias del error judicial que enmienda y corrige el superior, no pueden gravitar negativamente en la parte procesal hasta el punto de que ésta pierda la oportunidad de utilizar un recurso de defensa por haberlo presentado dentro del término que le indicó el Juzgado de la causa con base en una interpretación prima facie razonable, esto es, por haber conformado su conducta procesal a los autos y demás actos procedentes de dicho despacho judicial. La administración de justicia a través de las diferentes instancias, debe corregir sus propios errores, pero no a costa del sacrificio del legítimo derecho de defensa de los sindicados y menos escarmentando la buena fe que ellos razonablemente hayan puesto en los actos de las autoridades. En definitiva, para corregir el error judicial –falencia interna del servicio de administración de justicia- no era necesario sacrificar de manera tan palmaria el derecho de defensa del sindicado y considerar falta suya el haber confiado razonadamente en la autoridad pública.
“DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA

El debido proceso y el acceso a la justicia son derechos fundamentales que obligan a interpretar las normas procesales como instrumentos puesto al servicio del derecho sustancial y a las soluciones que permitan resolver el fondo de los asuntos sometidos a consideración de los jueces (principio pro actione). Si bien los derechos mencionados no se vulneran cuando se inadmite un recurso o acción por no concurrir los presupuestos legales para su aceptación, la decisión judicial no debe ser arbitraria ni irrazonable. Se impone, por tanto, adoptar la interpretación que tome en cuenta el espíritu y finalidad de la norma y que es más favorable para la efectividad del derecho fundamental”.

Aplicado lo anterior al caso concreto, nos lleva a concluir que:
- Si bien existió un error de parte de la secretaría, hay que presumir, a falta de prueba en contrario, que ello obedeció a un entendimiento equivocado en materia de notificaciones.

- Lo ocurrido fue una omisión (se presume involuntaria) en la comunicación telegráfica para recibir notificación personal dentro del término de ley a la parte civil y su ulterior realización por fuera del tiempo hábil tratando de corregir la falencia, seguida de la fijación de un estado a destiempo. Se trató de una omisión o de un error entendible, toda vez que el telegrama le fue enviado de manera inmediata pero a una apoderada de la parte civil que ya había sido sustituida del cargo, es decir, no se tuvo en cuenta que ya figura una apoderada suplente de la Parte Civil diferente; obviamente, al percatarse la secretaria de la anomalía, intentó superar el percance enviando la comunicación telegráfica a la nueva apoderada, lo que significó, como era de esperarse, un trastorno en el conteo de los términos.
- Tal vez lo que podría reportar mayor crítica, es que se realizara un acta de notificación personal a esta apoderada de la Parte Civil en la cual interpuso el recurso de apelación, sin anotarse la fecha, porque esto genera la duda que se anunció en un comienzo acerca de si la interposición de la apelación se hizo en verdad dentro del término de ley. No obstante, salen al paso dos argumentos de peso para impedir que esta falencia le sea enrostrada a la parte recurrente: (i) que la obligación de fechar las resoluciones y constancias recae directamente en la secretaría y no en el sujeto procesal, y (ii) que la sustentación que subseguía a la interposición, fue sin lugar a dudas presentada dentro del término de traslado ofrecido para ese efecto.
Es de entenderse por tanto, que lo actuado debe quedar a salvo de lo que pudiéramos catalogar como un proceder doloso o subrepticio (v.gr. una confabulación torticera entre la parte y el servidor público, rayana con lo ilícito o la arbitrariedad), o que configure algo irracional; situaciones éstas que escaparían obviamente a la protección constitucional.
La señora Juez a quo, optó por la figura la figura de la NULIDAD; sin embargo, así diera por demostrado el Tribunal que ese error se le pudiera enrostrar a la Parte Civil recurrente, la decisión de invalidar lo actuado resulta inaplicable al caso por múltiples razones a saber:
Ha sido enfática la jurisprudencia
 y así lo ha acogido esta Sala de Decisión en múltiples oportunidades, en el sentido de advertir que las causales de nulidad deben ser interpretadas a partir de unos principios que le dan sentido y contenido a las mismas. De ellos destacamos para el caso concreto
: el de convalidación: La irregularidad que engendra el vicio puede ser convalidada de manera expresa o tácita por el sujeto procesal perjudicado, siempre que no se violen sus garantías fundamentales. El Principio de trascendencia: Quien solicita la declaratoria de nulidad tiene el indeclinable deber de demostrar no sólo la ocurrencia de la incorrección denunciada, sino que esta afecta de manera real y cierta las garantías de los sujetos procesales o socava las bases fundamentales del proceso. Y el Principio de instrumentalidad de las formas: No procede la invalidación cuando el acto tachado de irregular ha cumplido el propósito para el cual está destinado, siempre que no se viole el derecho de defensa.

Adicional a ellos, hoy tiene cabida el principio de seguridad jurídica o de conservación, según el cual antes del decreto de una nulidad es necesario tratar de darle validez a la actuación dudosa siempre y cuando no se afecten las garantías constitucionales y derechos fundamentales, y el principio de judicialidad, consistente en la vigencia del acto y sus efectos mientras judicialmente no se ha declarado nulo
. Significa que no hay nulidad sin perjuicio y sin la probabilidad del correlativo beneficio para el nulidicente
.

Pero además, la interpretación de los principios mencionados y la posibilidad de decretar una nulidad se debe hacer sin perder de vista que el proceso tiene una progresión dialéctica y en ese propósito se articula sobre la base del principio de preclusión, de modo que, en ese marco y en el de las finalidades axiológicas del proceso penal, los jueces deben lograr la solución del problema planteado, buscando realizar la justicia en el marco de la interpretación de la ley, entendida como la expresión de un proceso democrático en el cual además de su coherencia interna se respeten los fundamentos y valores del Estado democrático de derecho.

Como se observa, la actual tendencia se inclina por ir eliminando como motivos de anulabilidad, aquellos que se apoyen en el mero interés de la ley. Debe abandonarse el sentido de la nulidad por la nulidad, porque las actuaciones defectuosas (CARNELUTTI), no siempre encuentran remedio en su anulación, por el contrario, su invalidación podría tener consecuencias más negativas para la realización de la justicia y del derecho material.

Para ello, se han distinguido los vicios que hacen anulable un acto procesal, para indicar que ellos pueden ser de estructura, cuando afectan las bases propias del juicio, y de garantía, cuando afectan prerrogativas o derechos fundamentales de las partes.

El vicio que aquí se ha detectado corresponde a un vicio de garantía, ante el cual es obligatorio precisar la presencia indiscutible del principio de trascendencia, en dos de sus especificidades: una, señalar exactamente qué daño o perjuicio se le ha causado con la supuesta irregularidad de fondo y, dos, qué beneficio o ventaja obtendría con la anulación. Dentro de ellos y como consecuencia del principio preclusivo, se presenta el fenómeno del saneamiento, el cual opera cuando la parte interesada no propone la nulidad de lo actuado dentro en el momento oportuno. Dicho de otra forma, su silencio convalida la irregularidad.
Y qué pasó en el presente caso:

Pues nada más ni nada menos que la parte interesada en hacer notar esa irregularidad (la defensa), tuvo dos oportunidades bien precisas para advertirla: la primera, durante el traslado a los no recurrentes al conocerse la intención de apelar por parte del otro sujeto procesal (Parte Civil); la segunda, durante el traslado del artículo 400 C.P.P., que tenía por finalidad, precisamente, el invocar ante el Juez de la causa las nulidades que se advirtieran en el sumario. En ninguna de esas dos ocasiones propicias, se hizo mención al citado vicio de garantía, luego entonces, la irregularidad, a esta altura procesal, se debe entender saneada o convalidada por quien se dice afectado.
De todas formas y para concluir, obsérvese que la decisión anulatoria que ahora revisa el Tribunal, carece de sentido, toda vez que lo que se está proponiendo es retrotraer el trámite a efectos de que “se vuelva a notificar en debida forma a las partes interesadas la calificación inicial del sumario (preclusión)”, lo cual arrojaría como resultado obvio que quien recurrió lo vuelva a hacer en los mismos términos y seguramente el resultado de la segunda instancia ante la Fiscalía sea igual al que ahora se conoce. En momento alguno se está planteando por parte de la primera instancia, que la nulidad a la que se contrae la providencia de primer grado conlleva el tener por extemporánea la apelación interpuesta (que es lo que en últimas desea obviamente la defensa) para por esa vía dejar en firme la preclusión. Y si esto último no fue el sentido de la decisión de primer grado, se repite, la declaratoria de nulidad sólo tendría por objeto la repetición de lo que ya se conoce para volver al estado procesal en el que actualmente nos encontramos, con la única diferente de la pérdida de tiempo y del desgaste inoficioso del aparato jurisdiccional.

Son esas razones que posee el Tribunal para disponer la revocatoria de lo decidido y en su lugar disponer que el trámite del juicio continúe inalterable.
4.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), REVOCA la providencia interlocutoria por medio de la cual el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) dispuso la nulidad del proceso; en reemplazo, se ordena que la actuación en el juicio siga su curso normal.
CÓPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE        
JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ  
� Resolución visible a fls. 211-216 C.O.I.


� Cfr. fls. 243-265 C.O.I.


� Fl. 277 C.O.I.


� Ver constancia obrante a fl. 277 vto. C.O.I.


� Cfr. fl. 293 C.O.I.


� Ver argumentos esgrimidos a fl. 245 C.O.I.


� Corte Constitucional, Sentencia T-538 de Noviembre 29 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Cfr. Auto de 7 de Septiembre de 2005, proceso 23.894, M.P. PÉREZ PINZÓN (nulidad por violación al debido proceso). Sentencia de 4 de mayo de 2005, proceso 20.790, M.P. GALÁN CASTELLANOS (no es dable aducir la invalidez por la invalidez misma). Sentencia de 23 de febrero de 2005, 22900, M.P. ESPINOSA PÉREZ (principios de trascendencia y convalidación). Sentencia de 22 de Noviembre de 2005, proceso 22.603, M.P. GÓMEZ QUINTERO y Auto de 17 de agosto de 2005, proceso 23.102, M.P. QUINTERO MILANÉS (principio de trascendencia), entre otras.


� Sentencia de 3 de marzo de 2004, proceso 21.580, M.P. PULIDO DE BARÓN y QUINTERO MILANÉS.


� Cfr. Yesid, RAMÍREZ BASTIDAS y Raquel BASTIDAS DE RAMÍREZ, Principialística Procesal Penal, Bogotá, Ediciones Doctrina y Ley, 2ª edición, 2004, p. 346. 


� Sentencia del 26 de noviembre de 2003, radicación 11.135, M.P. RAMÍREZ BASTIDAS.


� Corte Suprema de Justicia, Auto de Colisión de Competencia de 30 de marzo de 2005, proceso 23.407 M.P. SOLARTE PORTILLA.
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